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Acta No. 588 de 1º de diciembre de 2015 

Expediente No. 66170-31-03-001-2012-00026-01

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 9 de mayo de 2014, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual que promovió Harvin Mosquera Urrutia contra La Previsora S.A. Compañía de Seguros y los señores César Augusto y Juan Carlos Piedrahita Bermúdez.
I    ANTECEDENTES 

1.- Con la acción instaurada pretende el actor:
1.1 Se declare a los señores Juan Carlos y César Augusto Piedrahita Bermúdez responsables directos de los daños que le causaron, en hechos ocurridos el 31 de diciembre de 2010.

1.2 En consecuencia, se les condene a pagarle las siguientes sumas de dinero: a) $32.136.000, por concepto del daño a la vida de relación; b) $26.780.000 por perjuicios morales; c) $2.776.500 por daño emergente; d) $7.200.000 por lucro cesante consolidado y e) $35.379.370 por lucro cesante futuro.
1.3 Se condene a la sociedad demandada a reintegrar al tomador y al asegurado los valores a que fuere condenado, según el clausulado y condiciones de amparo de la póliza.

1.4 En caso de oposición, se imponga la condena en costas.
2.- Como fundamento de esas pretensiones se relataron los hechos que admiten el siguiente resumen:

2.1 El 31 de diciembre de 2010, en horas de la tarde, Harvyn Urrutia Mosquera se desplazaba en su motocicleta de placas SIB-060 por la vía que del municipio de Pueblo Rico conduce al de Apía, cuando en el sector de la vereda Quince letras (sic) fue impactado violentamente por el campero marca Mitsubishi, de placas KFS-775, conducido por el señor Juan Carlos Piedrahita Bermúdez, quien se desplazaba a exceso de velocidad e invadió el carril que correspondía al motociclista.
2.2 Como consecuencia del accidente, el demandante sufrió fractura múltiple de tibia y peroné, grave y profunda apertura del talón y heridas a la altura de la rodilla; ha debido someterse a dos cirugías y a constantes tratamientos médicos; permaneció incapacitado para laborar por más de ocho meses, “pues su actividad laboral es la de Jefe de Corte en Minería a cielo abierto” y devengaba $900.000 mensuales.
2.3 Basta observar las fotografías aportadas para concluir que al demandante le han quedado secuelas estéticas y funcionales de por vida, “de tal manera” que fue necesario someterlo a un dictamen particular con médica experta en salud ocupacional, que calificó en 21.15% su pérdida de capacidad laboral, “habida cuenta de que se configura una incapacidad permanente parcial del órgano de la locomoción”, situación que lo faculta para reclamar indemnización de los perjuicios morales y por daño a la vida de relación, pues su vida ha cambiado, ya no será la misma persona de antes y transcribe jurisprudencia que considera aplicable al caso.

2.4 Se intentó una conciliación previa, pero la asegurada consideró que el asegurado no tenía responsabilidad en el accidente y por eso no se llegó a ningún acuerdo.
2.5 El señor César Augusto Piedrahita Bermúdez, como propietario del vehículo de placas KFS-775, ostenta su guarda material y en tal calidad debe responder por los perjuicios causados al demandante, los que se encarga de liquidar el apoderado que lo representa.

3.- La demanda se admitió mediante proveído del 26 de marzo de 2012.
4.- El representante legal de la sociedad demandada, por medio de apoderado, dio respuesta al libelo.  Negó algunos hechos de la demanda y dijo que no le constaban los demás; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó culpa exclusiva de la víctima; reducción de la indemnización, en caso de existir obligación de indemnizar, por concurrencia de culpas; falta de legitimidad en la causa para cobrar todos los presuntos perjuicios invocados; exagerado cobro sobre la reparación de la motocicleta de la parte actora; la genérica que resulte probada y que impida que prosperen las pretensiones de la demanda; límite del valor asegurado para las diferentes coberturas de la póliza y condiciones generales y exclusiones de la póliza.
5.- Los demandados Piedrahita Bermúdez, por medio de apoderado común, se opusieron a las pretensiones que frente a ellos se elevaron; admitieron solo algunos hechos de la demanda y como excepción de fondo invocaron la de culpa exclusiva del demandante.

6.- Vencido el término de traslado de las excepciones propuestas, respecto de las cuales se pronunció la parte demandante, se realizó la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación; luego se decretaron las pruebas solicitadas por las partes y practicadas en lo posible, se les dio traslado para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon. 

II     SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Se dictó el 9 de mayo de 2014. En ella, el señor Juez Civil del Circuito de Dosquebradas declaró probada la excepción de culpa exclusiva de la víctima propuesta por la parte demandada, negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas al actor.

Para decidir así, consideró que la existencia del accidente fue aceptada por los señores Piedrahita Bermúdez y que el daño se demostró con la prueba documental aportada con la demanda. Estimó que de tal hecho fue responsable la víctima de acuerdo con los testigos presenciales, los que venían con el conductor del vehículo y quienes, contrario a lo afirmado por el actor, “señalan que el accidente ocurrió en una curva, y que el motociclista apareció de improviso y el conductor del vehículo trató de esquivarlo, quedando en la orilla derecha de su carril, circunstancia que se aprecia en la fotografía obrante a fl. 19 (C.1), sin que encuentre respaldo probatorio alguno lo afirmado por el actor, en el sentido de que la moto fue movida por el conductor del vehículo”. De conformidad con la fotografía que obra a folio 20, en la que se ve la moto parada, considera que sí fue movida “por terceras personas”, pues la víctima estaba en el piso lesionado y no tenía capacidad para hacerlo. Agrega que “ni la ubicación de las esquirlas de la moto ni el residuo del combustible en el suelo, son señales inequívocas de que el impacto ocurrió en el carril por donde transitaba la moto” porque la fuerza del impacto debió desplazarla junto con su conductor.
Aduce además que los testimonios ofrecidos por la “parte actora” guardan correspondencia con lo observado en las fotografías, de las que no es dable deducir “a secas, como lo hace la parte actora, que por la ubicación de la moto, el lesionado y las esquirlas, el lugar del impacto fue en el carril por donde se desplazaba”; otra de las fotos muestra el vehículo en su carril, sin que esté probado que haya sido movido, circunstancia que “resulta acorde con la versión de los únicos testigos presenciales”.

A su juicio, es relevante la afirmación del motociclista en el sentido de desconocer la distancia máxima a la que debe desplazarse respecto de la orilla del carril por donde transita y al aducir que venía por el centro de su vía, “circunstancia que fue la que ocurrió y que se deduce de la ubicación del combustible regado en el piso, el cual se encuentra en el centro de la vía, ocupando la doble línea amarilla y parte de los dos carriles, sin que, como se anotara, ello signifique que el impacto ocurrió en el carril de la moto”, sin que pueda olvidarse que el conductor del vehículo afirmó que el de la moto invadió su carril, lo que coincide con las manifestaciones de los testigos presenciales, uno de los cuales dijo que “no venía normal, y que no sabe  si iba dormido o borracho, y que comentaron que como que venía de un viaje muy largo, y si bien lo primero no fue acreditado en el plenario, lo segundo resulta ser cierto”, pues el demandante venía del departamento del Chocó. 
III    RECURSO DE APELACIÓN

La parte demandante, inconforme con el fallo, lo apeló.
1.- Alegó en esta sede que se produjo una indebida valoración de las pruebas porque se concluyó que el demandante invadió el carril por donde se desplazaba el campero y para ello tuvo en cuenta los testimonios de la esposa del conductor del último y de la hermana de ambos demandados; también el interrogatorio absuelto por el actor y las fotografías aportadas al proceso. Afirma que son equivocados algunos razonamientos del juzgado, los que edifica sobre supuestos que no están probados en el proceso y sin que esté acreditado que la víctima se desplazara a exceso de velocidad; la ubicación de las esquirlas y el residuo del combustible, considera, son prueba inequívoca de que el impacto se produjo en el carril por el que se desplazaba el motociclista, sin necesidad de establecer el sitio exacto del impacto, es decir, si ocurrió sobre la parte media del mismo o a escasos  centímetros de la línea doble amarilla separadora de los carriles, lo que resulta importante para la correcta interpretación del artículo 96 del Código Nacional de Tránsito que debe tener aplicación preferente respecto del artículo 94, por tratarse de norma especial y ser posterior a la que aparece en el mismo código y como entre ellas existe una aparente contradicción, pues mientras la primera dispone que los motociclistas deben conducir a una distancia no mayor de un metro de la orilla o acera de la vía, el segundo dispone que deberán hacerlo por su respectivo carril. Solicita se revoque el fallo impugnado, porque demostró los elementos de la responsabilidad civil aquiliana.
2.- El apoderado de La Previsora S.A. alegó en esta sede que no se produjo la errada valoración probatoria a que hace referencia el impugnante, pues coinciden los testigos y el conductor del campero en afirmar que el motociclista invadió el carril contrario de su circulación, lo que avistaron con  anticipación al impacto;  estima válidos los razonamientos del juzgado sobre la forma cómo ocurrió el accidente, porque son fiel reflejo del análisis serio de las pruebas que obran en el proceso; demostrado quedó que la moto fue movida del lugar de impacto, lo que no ocurrió con el campero, porque cuando los agentes de policía llegaron al lugar pudieron ver que apenas se estaba cambiando la llanta delantera izquierda y con tal desperfecto, ese vehículo no pudo ser movido; quedó dentro de su propio carril y bien orillado cuando trató de esquivar al motociclista.
Afirma que las leyes de la física no mienten y por ello, al colisionar la moto casi de frente con el campero, “se produce el efecto de rebote, y cae sobre el carril que le correspondía transitar, pues es solo después de la caída al pavimento que se puede producir el derrame de combustible y desplazamiento de las presuntas esquirlas”, sin que sea el criterio del recurrente sobre este hecho el que determine la forma cómo ocurrió el hecho, sino la valoración seria y fundada del juez.
Critica la interpretación que hace el recurrente al artículo 96 de la ley 769 de 2002, pero estima que con independencia de ello, lo que resulta importante es que el motociclista invadió el carril del otro vehículo y este hecho fue la causa eficiente y determinante del accidente, pues si no se hubiese salido de su carril, el hecho no se hubiera producido.

Solicita se confirme la sentencia; en caso contrario se tengan en cuenta sus alegatos de conclusión y se condene en costas a la parte demandante.

3.- El apoderado de los otros demandados pide se respalde el fallo porque comparte los argumentos del juzgado, ya que los principios de la física aplicados por el a-quo resultan contundentes; la ubicación de los vehículos luego del impacto demuestra que el demandante invadió la calzada por la cual se desplazaba el campero y así se produjo la colisión; el impacto se produjo en esa calzada y como punto del mismo, en el guarda barros izquierdo del automotor conducido por Juan Carlos Piedrahita Bermúdez. Transcribió algunos de los argumentos expuestos al formular sus alegatos en primera sede y terminó diciendo que los demás en que se sustenta el recurso no tienen la importancia pretendida porque como el accidente se produjo en un carril diferente por el que debía movilizarse la moto, no hay lugar al debate sobre la distancia que se debe guardar entre la calzada y el carril.
IV    CONSIDERACIONES 

1.- Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2.- Las partes están legitimados en la causa por activa.
2.1 El demandante en calidad de víctima directa del accidente.

2.2 Los demandados César Augusto y Juan Carlos Piedrahita Bermúdez, como propietario, el primero,  del vehículo de placas  KFS 775 con el que se causó el accidente; el segundo, en su calidad de conductor del mismo, hechos que se acreditan con el certificado expedido por la Administración Municipal de Santa Rosa de Cabal, Secretaría de Gobierno, Tránsito y Transporte
 y con la confesión que ambos hicieron al responder la demanda y en los interrogatorios que absolvieron en el curso de la audiencia que desarrolla el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil.

Y la Compañía de Seguros La Previsora S.A., como se deduce de las pruebas obrantes en el proceso, con fundamento en el contrato de seguro por responsabilidad civil extracontractual en el que aparece como tomador y asegurado el señor César Augusto Piedrahita Bermúdez, que protege los perjuicios causados con el vehículo de placas KFS 775
. Por lo tanto, acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para la víctima, por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio la acción directa contra la compañía de seguros por ser la beneficiaria del seguro, de conformidad con el artículo 1127 de la misma obra, y por ende, se concluye que también está legitimada por pasiva.

3.- El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo 2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, ha enseñado la jurisprudencia
: 

“Al respecto débese comenzar por puntualizar que semejante razonamiento del fallador no se acompasa con el sentir de la jurisprudencia de ésta Corporación, la cual ha precisado que la referida aniquilación de presunciones derivada de la concurrencia de actividades peligrosas “… no puede formularse en los términos tan genéricos e indiscriminados en los que se ha venido planteando, toda vez que en lugar de rendir tributo a los imperativos de justicia en los que está inspirada, puede llegar a constituirse en fuente de graves iniquidades, socavando de ese modo los cimientos cardinales de la responsabilidad civil extracontractual; por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Más exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda” (sentencia del 5 de mayo de 1999. Expediente 4978)...”

Y más reciente dijo la misma Corporación: 

“En suma, según la reiterada jurisprudencia de la Sala, a la víctima de la lesión causada con la conducción de vehículos, le basta acreditar el ejercicio de la actividad peligrosa, el daño y la relación de causalidad entre aquella y éste para estructurar la responsabilidad civil por tal virtud. En contraste, al presunto agente es inadmisible exonerarse probando la diligencia y cuidado, o la ausencia de culpa, y salvo previsión normativa expresa in contrario, sólo podrá hacerlo demostrando a plenitud que el daño no se produjo dentro del ejercicio de la actividad peligrosa por obedecer a un elemento extraño exclusivo, esto es, la fuerza mayor o caso fortuito, la intervención de la víctima o de un tercero que al romper el nexo causal, excluye la autoría” (cas.civ. sentencia de 17 de mayo de 2011, exp. 25290-3103-001-2005-00345-01). 

…


En cuanto a la intervención de la víctima, menester "precisar la incidencia de su conducta apreciada objetivamente en la lesión" (cas. civ. sentencia de mayo 2 de 2007, exp. 73268310030021997-03001-01) al margen de todo factor ético o subjetivo, es decir, corresponde al juzgador valorarla en su materialidad, contexto del ejercicio de la actividad peligrosa y la secuencia causal del daño según el marco de circunstancias y elementos probatorios para "determinar su influencia decisiva, excluyente o confluyente, en el quebranto", si es causa única o concurrente (imputatio facti) y, por ende, excluir o atenuar el deber indemnizatorio (cas.civ. sentencias de diciembre 19 de 2008, SC-123-2008, exp.11001-3103-035-1999-02191-01; 18 de septiembre de 2009, exp. 20001-3103-005-2005-00406-01)…”
.

De acuerdo con esas jurisprudencias, tratándose de responsabilidad civil extracontractual, cuando el daño se produce en concurrencia de actividades peligrosas, es menester establecer si tuvo incidencia o no la conducta de la víctima en la producción del daño. De no existir aquella correspondencia, la presunción de culpa sigue favoreciendo al último y de haber sido la conducta exclusiva de este la que lo causó, resultará exonerado de responsabilidad el agente o podrá reducirse el monto de la indemnización cuando con su proceder participó parcialmente en él.

En el asunto bajo estudio, el accidente se produjo entre el campero de placas KFS-775 y la motocicleta de placas SIB-06, vehículos entre los que no existe equilibrio, por su tamaño, teniendo mayor potencialidad dañina el primero.
Y cada conductor adjudica al otro la responsabilidad en el hecho, con el mismo argumento, la imprudencia por el exceso de velocidad y el desplazamiento por el carril que no le correspondía.

El juzgado consideró probado que el accidente ocurrió por culpa exclusiva de la víctima con fundamento en los testimonios de las únicas personas que lo presenciaron y en algunas de las fotografías que se aportaron con la demanda.

Esos testimonios fueron rendidos por la esposa de uno de los demandados, concretamente la del conductor del campero, y por la hermana de ambos.
La primera, señora Dora Liliana Hincapié Mosquera, dijo que ocupaba el puesto del copiloto; que el accidente ocurrió en una curva y “éste (sic) señor apareció por el carril por donde transitaba el vehículo en el que viajábamos”; producido el impacto, la moto quedó en el centro de la vía “y el conductor  en el carril por donde debió venir”; el impacto entre los vehículos se produjo  “cerca de la orilla derecha del carril por donde transitábamos”, el conductor trató de esquivar la moto “y en esa esquivada el carro quedó recostado a la orilla del carril por donde íbamos, pero dentro del mismo carril”, como aparece en la fotografía que obra a folio 20; no sabe a qué velocidad se movilizaba el carro, pero iban “suave” y cuando vio la moto, era porque ya estaba encima de ellos
. 
La segunda, señora Lina Marcela Piedrahita Bermúdez, dijo que iba en la parte trasera del campero, en una curva de la vía “fue donde  se encontró al señor de la moto y le dio, el señor, no sési (sic) iba dormido o borracho, pero no iba normal…. Él como que venía de un viaje muy klargo (sic), el carro quedó en la vía del vehículo, el señor como que venía en contravía”. Adujo además que lo vio raro porque su reacción era como ido, “a mi (sic) me pareció raro” y según le parece, dijeron que venía del Chocó; cree que el accidente fue dentro de la curva; el golpe fue inesperado “y ni siquiera sabíamos lo que había pasado”; la velocidad del campero era normal porque había mucha curva e iban con niños y no sabe en qué lugar quedaron las esquirlas o residuos de las direccionales que se le quebraron a la moto
.
A juicio de la Sala, esos testimonios no acreditan la forma como ocurrió el accidente. En efecto, ninguna de las deponentes afirmó con certeza que el motociclista hubiese invadido la vía que correspondía al campero, ni que lo hubiese hecho a exceso de velocidad, pues el funcionario instructor no cumplió la obligación que le impone el numeral 2º del artículo 228 del Código de Procedimiento Civil, de interrogar al deponente para precisar el conocimiento que tenga de los hechos y obtener del testigo un relato espontáneo; tampoco lo que manda el numeral 3º de la misma disposición que ordena poner especial empeño para que el testimonio sea exacto, completo y responsivo.  

Tampoco la hermana de los demandados hizo afirmaciones de las que pueda inferirse que fue por culpa exclusiva de la víctima que se produjo el accidente. De sus dichos parece inferirse que ni siquiera supo cómo se causó; además, ella iba en la parte de atrás del vehículo y no se le preguntó si alcanzó a ver el momento mismo en que se produjo aquel hecho. 

El testimonio de la primera fue tachado de sospechoso en razón a los vínculos que la unen con cada uno de los demandados. El juzgado lo valoró sin analizar los motivos de la tacha.

Esta Sala, sin embargo, tampoco lo hará porque no se considera necesario hacerlo en este caso concreto, en el que carece el testimonio de que se trata de eficacia probatoria para demostrar lo que pretendían los demandados: la responsabilidad exclusiva de la víctima en el accidente. En consecuencia, se negará la tacha formulada.
Ese hecho tampoco puede considerarse acreditado con las fotografías que se aportaron con la demanda, especialmente aquellas que obran a folios 19 y 20, en la que aparecen los vehículos involucrados en el hecho, pues como se desprende del testimonio que rindió el Comandante del Cuerpo de Bomberos de Apía en la inspección judicial que se intentó practicar en el sitio de los hechos
, las tomó una vez acudió al lugar a socorrer a la víctima y en ellas se plasma lo que percibió para entonces, sin que de tales documentos pueda inferirse con certeza cómo se produjo el accidente, la vía por la que se desplazaban las máquinas que en él resultaron involucradas, la velocidad en que las conducían y que el vehículo campero no haya sido movido del lugar donde precisamente se produjo la colisión; es decir, que la escena no haya sido alterada, como en efecto lo fue, por lo menos respecto de la motocicleta, que aparece levantada, como si no hubiese sufrido accidente alguno.

Ni demuestran esa culpa exclusiva de la víctima las copias trasladadas de la actuación que adelantó la Fiscalía 20 Local de Pereira
 y que terminaron por desistimiento del aquí demandante, pues ninguno de los documentos que de él hacen parte, evidencia hecho como ese.

En relación con la causal de exoneración de responsabilidad de que se trata, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“4. Con relación a la causal de exoneración fundada en la “culpa exclusiva de la víctima”, situación ésta que en este caso la impugnante considera se configuró, la Sala en fallo de 19 de mayo de 2011, exp. 2006-00273, reiteró el criterio aplicado sobre esa temática y en lo pertinente expuso:

“(…) , es claro que el hecho o la conducta –positiva o negativa- de la víctima siempre tiene una incidencia relevante en el análisis de la responsabilidad civil. Así, en primer término, es evidente que en la mayoría de las ocasiones la persona que sufre los daños desempeña un rol, así sea meramente pasivo, para que el perjuicio se materialice. En ese sentido, se señala que el hecho o el comportamiento de la víctima puede corresponder a una ‘condición’ del daño, en cuanto que se convierte en el sustrato necesario para su concreción. No obstante, es claro, también, que una participación del perjudicado como la que se ha reseñado no tiene eficacia para infirmar la responsabilidad civil del autor, ni para modificar el quantum indemnizatorio, pues, en tales eventos, la participación de la víctima o perjudicado no actúa como causa exclusiva o concurrente del daño que ella misma padece. 

“En ese orden de ideas, se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado como causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto ofensor y el daño inferido, dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. Para que el demandado se libere completamente de la obligación indemnizatoria se requiere que la conducta de la víctima reúna los requisitos de toda causa extraña, en particular que se trate de un evento o acontecimiento exterior al círculo de actividad o de control de aquel a quien se le imputa la responsabilidad.  En el segundo de tales supuestos -concurrencia del agente y de la víctima en la producción del perjuicio-, tal coparticipación causal conducirá a que la condena reparatoria que se le imponga al demandado se disminuya proporcionalmente, en la medida de la incidencia del comportamiento de la propia víctima en la producción del resultado dañoso.

“(…) 

“Respecto de esta temática, la jurisprudencia de la Corte ha explicado, de manera general, que ‘el hecho de la víctima puede influir en el alcance de la responsabilidad, llegando en muchas situaciones hasta constituirse en la única causa del perjuicio’  y que ‘también sin mayor dificultad se comprende que esa participación del damnificado puede determinar tanto la ausencia total de la relación de causalidad en cuestión -cual acontece en las aludidas situaciones en que el hecho de la víctima es causa exclusiva del daño y por ende conduce a la liberación completa del demandado- como implicar la ausencia apenas parcial de dicho nexo, caso este último que se presenta cuando en el origen del perjuicio confluyen diversas causas -entre ellas la conducta imputable a la propia víctima- de modo que al demandado le es permitido eximirse del deber de resarcimiento en la medida en que, por concurrir en aquel agregado causal el elemento en estudio, pruebe que a él no le son atribuidos en un todo el hecho dañoso y sus consecuencias’ (Cas. Civ., sentencia del 23 de noviembre de .J. CCIV, No. 2443, pág. 69). 

…

Así mismo, tiene precisado la jurisprudencia de esta Corporación que “(…), en el examen sobre la causa del daño, el juzgador debe establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por cada litigante alrededor de los hechos que constituyan causa de la reclamación pecuniaria, en particular cuando ésta proviene del ejercicio de una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, se aduzca culpa de la víctima, para ver cuál se excluye o si ambas concurren en la realización de aquél; es decir, en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’. Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…)” (Sentencia de 092 de 9 de julio de 2007, exp. 005501)….”
 
En el asunto bajo estudio, como se ha explicado, no obra prueba alguna que con absoluta certeza indique la forma cómo se produjo el accidente y por ende, que fue el comportamiento exclusivo del demandante el que lo ocasionó.

Se alega que el citado señor incurrió en conducta reprochable, al desconocer el artículo 94 de la ley 769 de 2002, que ordena a los conductores de motocicletas: “transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un (1) metro de la acera u orilla…”, porque como lo reconoció en el interrogatorio absuelto en la audiencia que prevé el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, se desplazaba por el centro de la vía. Sin embargo, a juicio de la Sala, no puede hallarse en este aserto una confesión porque como se desconoce el ancho de toda la vía por la que ocurrió el accidente, tampoco resulta posible establecer si el centro corresponde a más de un metro o a menos y por ende, no puede decirse que esa confesión sea expresa, como lo exige el numeral 4º del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil.
Pero es que así haya desconocido el demandante el deber previsto por la norma que se acaba de citar, hecho como ese no pudo tener incidencia en el evento de tránsito, pues el actor entonces venía por el carril que le correspondía, sin que la circunstancia de emplearlo por el centro haya sido causa eficiente del accidente.
De esa manera las cosas, la presunción de culpa que pesa sobre el conductor del vehículo causante del daño no logró desvirtuarse, pues no se demostró que el accidente en el que resultó lesionado el señor Mosquera Urrutia se haya producido por su culpa exclusiva de manera que se rompa el nexo causal y que libere de responsabilidad a los demandados; tampoco que se hubiese causado con su intervención. 

De otro lado, como está demostrada la existencia del accidente, hecho que no fue objeto de controversia y que a raíz de él resultó lesionado el demandante, se concluye que están acreditados todos los elementos de la responsabilidad civil.

En consecuencia, ha de revocarse el fallo proferido y en su lugar se declarará la responsabilidad civil reclamada.

Es menester entonces establecer si la víctima tiene derecho o no a reclamar las indemnizaciones solicitadas. 
V    INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

1.- La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha reiterado la necesidad de acreditar el daño cuya indemnización se reclama:

“8. Dado que el cuestionamiento formulado por la parte demandada a la decisión del Tribunal tiene que ver con la acreditación del daño y su cuantía, es del caso recordar que dicho factor constituye uno de los pilares de la responsabilidad, sin el cual, no es viable predicarse la presencia de ésta y mucho menos derivarle efectos resarcitorios adversos al demandado. Adicionalmente, para que la reparación de ese elemento pueda concretarse, a más de la afectación a un bien jurídicamente tutelado, se requiere acreditar la realidad, certeza o veracidad del mismo.

…

9. Ahora bien, para efectos de reconocer o no la obligación resarcitoria, el sentenciador debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente incorporadas a la actuación, cuya apreciación debe realizar ‘de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos’, como lo disponen los preceptos 174 y 187 del Código de Procedimiento Civil.”

2.- En el caso concreto, solicita el demandante se reconozcan las siguientes sumas de dinero, por concepto de daño emergente:

2.1.- $409.200, valor del transporte en taxi “(citas médicas, sesiones de terapias, etc.)”. Para demostrar ese perjuicio arrimó con la demanda 19 recibos que dan cuenta de las sumas que por distintos valores canceló a Juan Carlos Martínez por servicio de taxi, desde la calle 18 hasta el Hospital de Santa Rosa y viceversa, para atender curaciones y fisioterapias
. 

Sin embargo, no demostró que hubiese requerido de tales servicios en el referido Hospital. Ninguna prueba arrimó al respecto.

2.2.- $300.000 por concepto de “Honorarios médicos por la calificación”.
Tal suma no será reconocida porque además de que ninguna prueba se arrimó para acreditar el pago aducido, tampoco corresponde al concepto de perjuicio en la modalidad de daño emergente que define el artículo 1613 del Código Civil como la pérdida que proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento. En este caso se reclama como indemnización lo que corresponde a un concepto distinto, que como ya se dijo, ni siquiera está acreditado.
2.3.- $2.067.300, costo de reparación de la moto. Tal perjuicio tampoco se probó. Para ese fin arrimó un documento que se denominó “CONTRATO PARA REPARACIÓN DE UN VEHÍCULO (MOTO)”, que suscribieron los señores Carlos Alberto Ramírez González y Harvin Mosquera Urrutia el 10 de agosto de 2011. En la parte inicial se expresó que el primero actuaba como contratante y el segundo como contratista; que este, en su calidad de propietario de la moto de placas SIB-06 se obliga para con el contratante a ejecutar los trabajos y demás actividades propias del servicio contratado para la reparación de la referida moto, “con las condiciones plasmadas en las facturas de cotización anexas al presente contrato”; en un plazo de veinte días, “habiendo sido ejecutada la reparación a entera satisfacción”; el precio del contrato fue de $2.067.300, que fue cancelado por el “contratante” y que el contratista cumplió  en forma eficiente y oportuna los trabajos encomendados. En las ante firmas, se plasma que Carlos Alberto Ramírez González es el contratista y Harvin Mosquera Urrutia el contratante
.

La confusa redacción de ese documento no permite evidenciar cuál de las personas que participó en la celebración del contrato canceló el valor a que se refiere por la reparación de la motocicleta que constituyó su objeto y ante la ausencia de otra prueba para demostrar la existencia del daño, esa sería razón suficiente para negar su reconocimiento.

Sin embargo, hay otro motivo que impide hacerlo y es que la demanda con la que se inició el proceso no da cuenta de hecho alguno que sustente la existencia de los daños que sufrió la motocicleta y en consecuencia, imponer una condena por el concepto que se analiza, implica desconocer el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil que consagra el principio de la congruencia y le ordena al juez dictar sentencia de acuerdo con los fundamentos fácticos en que se apoyan las pretensiones de la demanda. 

3.- Por el daño a la vida de relación, solicita la suma de $32.136.000.

Por sentencia 11842 del 19 de julio de 2000, el Consejo de Estado aclaró que el perjuicio fisiológico debía ser reemplazado por el de daño a la vida de relación, porque no debe limitarse a los casos de lesiones corporales que producen alteraciones a nivel orgánico, sino que debe extenderse a todas aquellas situaciones que alteran la vida de relación de las personas; ni a la imposibilidad de gozar de los placeres de la vida, porque puede referirse además al esfuerzo excesivo de realizar actividades rutinarias; ni se trata solo de la afectación sufrida por la persona en su relación con las demás, sino también con las cosas del mundo. 

La Corte Suprema de Justicia se ha referido a esa clase de daño:

“5. En este orden de ideas, la Corte, a manera de compendio, puntualiza que el daño a la vida de relación se distingue por las siguientes características o particularidades: a) Tiene naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado; b) adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho; c) en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico; d) no solo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos; e) según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como, verbigracia, el cónyuge, el compañero o la compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos, o por aquella y estos; f) su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan; y g) es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño -patrimonial o extrapatrimonial- que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con estos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos casos, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas…”
.

Como puede verse, inicialmente la jurisprudencia del Consejo de Estado y actualmente la de la Corte Suprema de Justicia amplió el espectro de los daños extrapatrimoniales para incluir dentro de estos, como susceptible de indemnización, el daño a la vida de relación que entonces coexiste con el perjuicio moral que llegue a ser reconocido a la víctima.

El daño de que se trata guarda relación con la afectación de la esfera exterior del individuo, que resulta alterada cuando se disminuye su calidad de vida o se imposibilita o dificulta relacionarse con las personas o las cosas y en general, cuando circunstancias como esas le impiden disfrutar la vida en condiciones normales y por ende, la persona se ve obligada a soportar su existencia en condiciones más difíciles que los demás y que antes de producirse el daño, no existían.

En el caso concreto, de manera general se dijo en el hecho séptimo de la demanda que “su vida (la del demandante) ha cambiado hasta el día de hoy, y se modificará a futuro, pues ya no será la misma persona de antes” y en un pie de página: “En efecto; antes del accidente practicaba deportes como afición en sus tiempos libres, como puede apreciarse en la prueba documental anexa (certificados y carnés de fútbol) Deporte que ya no podrá practicar con todo su vigor y libertad”.

Es decir, para sustentar la existencia del daño a la vida de relación se mencionó exclusivamente que jugaba fútbol y que ese deporte no podrá practicarlo como antes lo hacía, pero ninguna prueba se solicitó o aportó para demostrar ese hecho, a pesar de que se anunciaron unos documentos con ese fin.

Ningún otro supuesto fáctico se invocó para sustentar la existencia del daño a que se hace referencia, pues en el hecho séptimo, el único que hace referencia a esa clase de perjuicio, se dedicó el apoderado del actor a transcribir en extenso una jurisprudencia relacionada con el tema. 

En consecuencia, no hay cómo deducir que las consecuencias del accidente trascendieron en su esfera externa y lo afectan en sus relaciones con los demás o con las cosas del mundo en la forma como lo explica la providencia transcrita y por ende, como ya se había anunciado, no resulta posible imponer condena alguna por el concepto que se analiza.

4.- También solicitó se le reconocieran por concepto de lucro cesante consolidado $7.200.000 y por lucro cesante futuro $35.379.370, teniendo en cuenta que para la época de los hechos se desempeñaba en labores de minería en el departamento del Chocó, como jefe de corte a cielo abierto y devengaba la suma de $900.000 mensuales.

4.1. El artículo 211 del Código de Procedimiento Civil, modificado por la ley 1395 de 2010, vigente para cuando se formuló la demanda decía en el inciso 1º: “Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente en la demanda o petición correspondiente. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. El juez, de oficio, podrá ordenar la regulación cuando considere que la estimación es notoriamente injusta o sospeche fraude o colisión

En este caso, aunque la parte demandada no objetó la estimación de los perjuicios por lucro cesante que hizo el apoderado de la parte contraria, considera la Sala necesario liquidarlos porque la suma reclamada parece notoriamente injusta, en razón a las siguientes razones:

4.1.1 Se expresó en los hechos de la demanda que el actor devengaba para la fecha del accidente la suma de $900.000 y con fundamento en tal salario, realizó el apoderado que lo representa, la respectiva liquidación. Sin embargo, de aquel hecho no existe prueba en el plenario, En efecto, con tal fin se arrimó un certificado expedido por el señor José Amador Martínez Palacios, propietario de la mina Agua Clara, en el que se expresa que el citado señor laboró como jefe de corte, entre el 1º de julio y el 26 de diciembre de 2010, con un sueldo de $900.000 mensuales
, pero tal documento no demuestra el salario que devengaba para el 31 del último mes citado, cuando se produjo el accidente.

4.1.2 El mismo abogado aplicó las tablas de mortalidad contenidas en la Resolución 112 del 29 de junio de 2007, expedida por la Superintendencia financiera, que no se encontraba vigente para cuando formuló la demanda.

4.1.3.- Liquidó ocho meses de una incapacidad de la víctima que tampoco demostró.

4.2 En consecuencia, para liquidar los perjuicios de que se trata, se ajustará el tribunal al procedimiento que ha empleado la Corte Suprema de Justicia con tal fin en distintas sentencias, dentro de las cuales pueden citarse las de fechas septiembre 4 de 2000, expediente 5260; febrero 26 de 2004, expediente 7069, octubre 5 de 2004, expediente 6975  y 9 de julio de 2010, expediente 1999-02191 y las tablas financieras que aparecen en el texto “De la Responsabilidad Civil”, tomo II, de Javier Tamayo Jaramillo, Editorial Temis, segunda edición, 2007, páginas  873 y siguientes, procedimiento que además ha seguido esta Corporación.

Y como no se acreditó el monto del salario que devengaba el demandante para la fecha del accidente, se tasarán los perjuicios por el concepto que se analiza, con fundamento en el salario mínimo legal vigente, que se presume devengaba aquel señor, como lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia: 

“Así, pues, como los intentos de la Corte por hallar la suma en cuestión fueron vanos, y visto que no hay en los autos prueba alguna que denote esas características, preciso es tener que acudir a los criterios auxiliares de la actividad judicial, entre otros, la jurisprudencia y la doctrina, tal como lo manda la Constitución Política en el art. 230, asunto en que esta Corporación ha dicho, entre otras cosas, refiriéndose a la mentada problemática, que ante la falta de otros medios de convicción, debe el juzgador acoger como referente para dicha tasación el salario mínimo legal, a cuenta de “que nada descabellado es afirmar que quien trabaja devenga por lo menos el salario mínimo legal” (G.J. t. CCXXVII, pág. 643 y G.J. t. CCLXI, pág. 574). Y, en esta dirección, cumple además prohijar el razonable argumento también de arraigo jurisprudencial de que el salario mínimo mensual a tener en cuenta es el hoy vigente, por supuesto que, como apenas ahora haríase efectiva la indemnización, el nuevo salario legal fijado trae “implícita la pérdida del poder adquisitivo del peso” tal como lo ha dicho esta Sala (Sent. de 25 de octubre de 1994 G.J. t. CCXXXI pág. 870)…”
.

Además ha de tenerse en cuenta que al proceso se incorporó concepto rendido por médica especialista en salud ocupacional, en el que con motivo del accidente de tránsito en el que resultó lesionado el demandante, se le otorgó una incapacidad  para trabajar del 21.15%. En dicho documento
, la experta consigna, en el capítulo destinado al examen físico: “Marcha basculada, antálgica, con gran dificultad para apoyar talón izquierdo. Cicatrices varias, con deformidad y pérdida de estructuras anatómicas normales. Cicatriz extensa suprarrotuliana. Evidente acordamiento MII (1 cm). Pérdida de referentes tobillo, principalmente maleolar medial. Dificultad para cuclillas y marcha en talón. Limitación para flexión y extensión completas (leve) de rodilla y tobillo ipsilateral”. 

Y conceptuó que el paciente presenta secuelas definitivas, funcionales y cicatrizales (sic) de fractura de pierna izquierda, secundaria a accidente de tránsito; evolución postquirúrgica con recuperación incompleta de funcionalidad; en la actualidad sin manejo pendiente, ni propuestas de manejo quirúrgico, médico o rehabilitación adicionales; esa limitación ha afectado seriamente su capacidad laboral, ya que como trabajador independiente –jefe de corte de minería de cielo abierto-, requiere desplazamiento constante en terrenos selváticos, irregulares y con gran cantidad de obstáculos.

En esta instancia se dio traslado de ese dictamen a las partes, por el término de tres días, para los efectos del numeral 1º del artículo 238 del Código de Procedimiento Civil, sin que alguna haya solicitado su aclaración o adición; tampoco fue objetado
.

A tal prueba se le concede mérito demostrativo en razón a que los perjuicios que surgen de la responsabilidad civil no están sometidos a un medio específico de prueba, contrario a la que se requiere cuando de establecer prestaciones laborales se trata y específicamente de la invalidez. Ya esta Sala se ha pronunciado al respecto, así: 

“Tal vez el punto más álgido de la controversia radica en el análisis que el juzgado hizo de la prueba traída a los autos para demostrar la pérdida de la capacidad laboral del demandante, tendiente con ella a la indemnización de perjuicios.

Se dijo en la sentencia que no era posible tener en cuenta la valoración médica aportada con la demanda porque la única entidad autorizada legalmente para valorar el grado de invalidez o de discapacidad de una persona es la Junta de Calificación de Invalidez, que no puede ser sustituida en esa tarea por un particular; además, que no se probó la incapacidad alegada por el actor y que las certificaciones allegadas como anexos tampoco demuestran estas circunstancias. 

Un primer razonamiento en torno a este punto consiste en que el artículo 10 de la Ley 446 de 1998, atenuando un poco la amplitud del numeral 1) del artículo 21 del Decreto 2651 de 1991, permitió a las partes presentar “experticios” emitidos por instituciones o profesionales especializados para ser tenidos en cuenta en el proceso, salvo que entre los varios allegados exista contradicción, pues en tal evento corresponde al juez decretar el peritaje pertinente, norma que fue incorporada al código con la entrada en vigencia de la Ley 794 de 2003 (art. 18). 

Cuando así se procede, el tratamiento que hay que darle a la prueba es, pues, el que corresponde a una pericia y no sólo el consagrado para un documento, sin perjuicio de que en él esté contenida; por ello, en esta sede se dispuso darle el alcance de una experticia a la valoración de la pérdida de la capacidad laboral del demandante, ya que aportada con la demanda fue apreciada por el juzgado sólo como un documento sin tener en cuenta la anterior previsión.  

Ahora bien, lo que se busca en este proceso es establecer el monto de los perjuicios derivados de la responsabilidad civil que se le atribuye a los demandados y en ese campo no existe una tarifa legal de pruebas; es decir, que si bien la Ley 100 de 1993 le dio vía libre a las juntas de calificación de invalidez, fácilmente se comprende que sus conceptos son necesarios, aunque no determinantes, para los asuntos en que se debaten prestaciones derivadas de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, que no es lo que aquí sucede.

Cuando se trata de indemnizaciones naturaleza civil, como la presente, bien puede decirse que un punto importante de partida sería la valoración que una de las juntas aludidas emitiera; pero esa circunstancia no implica que para estos eventos no pueda aportarse una prueba diferente, si ella proviene, como en este caso, de un experto en medicina laboral que fundamentó su estudio en las normas vigentes en la materia.  Otra ha debido ser la actitud de la parte demandada de controvertir esa calificación, ya al ser considerada la prueba como documento en la primera instancia, o bien en la oportunidad que en esta se le brindó para tal fin.  No lo hizo, y como la apreciación del experto no ha sido cuestionada y se ajusta a las reglas que exige el artículo 237 del C.P.C., debe atribuírsele el mérito suficiente para demostrar que el demandante sufrió una mengua de su capacidad laboral del 18.16%...”

4.3 Para determinar el lucro cesante por concepto de la pérdida de la capacidad para laborar que se otorgó al accionante, se tomará como cálculo actualizado del monto resarcible, el salario mínimo legal vigente que para este año asciende a $644.350
 y la pérdida de la capacidad laboral que se estableció en 21.15%, proporción en la que se ha de resarcir el lucro cesante pasado y futuro. Es decir, $136.280,25 mensuales. También se seguirán los lineamientos que la Corte Suprema de Justicia ha aplicado en distintas sentencias con el mismo fin y las tablas financieras que aparecen en el texto “De la Responsabilidad Civil” que atrás se mencionaron.

4.3.1 Con el fin de estimar el valor del lucro cesante pasado, de acuerdo con los métodos que se emplean en este fallo, se multiplica el valor del monto indemnizable, por el factor que aparece en la tabla del texto citado, correspondiente al número de meses que han corrido desde cuando se produjo el accidente hasta la fecha de esta sentencia y que se expresa en la fórmula:

VA = LCM x Sn.

VA es el valor actual del lucro cesante pasado total, incluidos intereses del 6% anual; LCM es el lucro cesante mensual actualizado, y Sn el valor acumulado de la renta periódica de un peso que se paga "n" veces a una tasa de interés "i" por periodo.

Para hallar el factor Sn la fórmula matemática que se emplea en el método que se viene utilizando es:

Sn = (1+ i) a la n exponencial - 1 /i

El resultado de la fórmula anterior lo traen las tablas financieras trascritas en la obra mencionada, constituyéndose en un factor que está dado en función del número de meses correspondientes al periodo de la liquidación y al interés aplicable que en este caso de obligación surgida de responsabilidad civil extracontractual es del 6% anual. 

El término a indemnizar, como ya se expresara, es el que ha corrido desde el día del accidente, el 31 de diciembre de 2010 y hasta el día de ayer, 30 de noviembre de 2015, que equivalen a 61 meses. Consultada la tabla correspondiente se obtiene como factor 70.8240.
En consecuencia, el valor del lucro cesante pasado se liquida así:
V.A. = $136.280,25 x 70.8240 = $9.651.912,42
4.3.2 Para establecer el lucro cesante futuro, se acudirá a la siguiente fórmula financiera: 

P= R (1+i)n -1/ i (1+i), donde:

P = valor presente, es decir la suma que ha de pagarse a la fecha como anticipo de los perjuicios futuros.

R= salario revaluado

I= interés legal al 6% anual

n= número de meses a liquidar

Esa fórmula tiene como sustento el monto indemnizable actualizado y la deducción de los intereses por el anticipo de capital, el que se obtiene con el resultado que reflejan las tablas financieras que aparecen en el texto citado, “expresándolo mediante un índice fijado en exacta correspondencia con el número de meses de duración del perjuicio expresado en esa unidad de tiempo, prescindiendo para ello de las unidades decimales, mediante la aproximación o reducción a la unidad entera más cercana. La multiplicación de los dos indicados factores (monto indemnizable por el índice referido de deducción de intereses del 6% anual, por el anticipo de capital) arroja el monto buscado”
.

De acuerdo con las tablas de mortalidad actualizadas por Resolución No. 1555 de 2010, expedidas por la Superintendencia Financiera de Colombia, la duración del perjuicio causado al demandante equivale a 13,3 teniendo en cuenta que nació el 28 de marzo de 1973
 y para la fecha del accidente contaba con 37 años de edad; es decir, a 159 meses, a los que se le descontarán los 61 que se tuvieron en cuenta para liquidar el lucro cesante pasado, lo que da como resultado 98, al que de acuerdo con las tablas a que se hace referencia
, le corresponde un factor de 77.7909.

Las bases anteriores llevan a obtener la siguiente, 

Monto indemnizable actualizado = $136.280,95

Índice aplicable = 77.7909
$136.280,95 x 77.7909= $10.601.417,75
5.- El artículo 211 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 10 de la ley 1395 de 2010, vigente para la fecha en que se instauró la acción,  consagraba una sanción para quien estimara las indemnizaciones que reclama en una demanda en forma excesiva, concretamente en el último inciso, así: “Si la cantidad estimada excediere del treinta por ciento (30%) de la que resulte en la regulación, se condenará a quien la hizo a pagar a la otra parte una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia.”

En este caso se dan las circunstancias para imponer al demandante la sanción de que se trata, en razón a que liquidó los perjuicios por daño emergente y por lucro cesante en la suma total de $45.355.870; sin embargo, de acuerdo con la liquidación realizada por esta Sala, solo se reconocerán los últimos por un total de $20.253.330,17. Es decir, la diferencia es de $25.102.539,83 que equivale a más del 50%. En consecuencia, sobre esa diferencia deberá el actor pagar al demandado una suma equivalente al 10%, que en consecuencia es de $2.510.253,98.
6.- Reclama el demandante por perjuicios morales la suma de $26.780.000, ante la pérdida de su capacidad para laborar y la secuela permanente funcional y estética que le quedó en su extremidad inferior izquierda.
El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales y resulta diferente de la indemnización por los perjuicios materiales cuyo objetivo es la de restablecer las cosas al estado que tendrían de no haber acaecido el hecho que origina la indemnización.

Ese daño afecta sus sentimientos más íntimos y son experimentados en forma distinta por cada individuo; por tal razón, a pesar del dolor que padecen las víctimas, no siempre será posible apreciarlo en toda su magnitud y por ende resultan de difícil cuantificación. Sin embargo, al establecer la cuantía, el discreto arbitrio del juez no puede abrir el camino para fijar excesivas condenas y en este caso, han de seguirse los criterios jurisprudenciales que desde hace muchos años se han venido ocupando de la cuestión.

Los hechos en que se sustentó el perjuicio reclamado quedaron probados en el plenario, como se explicó en otro aparte de esta providencia.

Sin embargo, estima la Sala excesiva la suma reclamada por el concepto que se analiza, teniendo en cuenta que en asunto similar al que aquí se ventila, en el que la víctima del accidente perdió su capacidad para laborar en un 40.63%, este tribunal, en el año 2011, fijó los perjuicios morales en $5.000.000
 y en otro en el que tal pérdida alcanzó el 30.70%, se determinaron en $7.000.000
, en el año 2014.
En esas condiciones, siguiendo el criterio de esta Sala en materia de perjuicios morales cuando tratándose de una víctima de lesiones personales que pierde la capacidad para laborar en porcentaje como el que se fijó al demandante y teniendo en cuenta que además quedó con secuelas definitivas, se establecerán en $15.000.000. 

5.1 Aunque el demandante tasó el monto de tales perjuicios en cuantía que supera el 30% de la que resultó efectivamente regulada, no se le impondrá sanción alguna porque como quedó expresado, para establecerlos ejerce el juez el arbitrium judicium y por ende, no está obligado a predecir lo que al respecto decidirá ese funcionario, siendo por demás oportuno indicar que el artículo 206 del Código General del Proceso, que regulará la cuestión en este Distrito desde el 1º de enero de 2016
, excluye de juramento estimatorio los perjuicios extramatrimoniales.

6.- En relación con las pretensiones elevadas contra la compañía de seguros, es menester empezar por decir que de conformidad con el artículo 1045 del Código de Comercio, son elementos esenciales del contrato de seguro, el interés asegurable, el riesgo asegurable, la prima o precio del seguro y la obligación condicional del asegurador.

Respecto al seguro de daños, dice el artículo 1083 del Código de Comercio que tiene interés asegurable toda persona cuyo patrimonio pueda resultar afectado, directa o indirectamente, por la realización de un riesgo, el cual además debe ser lícito y susceptible de estimación en dinero 

Por su parte, el numeral 9º del artículo 1047 exige como requisito de la póliza de seguro, que se expresen los riesgos que el asegurador toma a su cargo, es decir, deben señalarse con precisión cuáles son los sucesos inciertos, independientes de la voluntad del tomador, del asegurado o del beneficiario que de cumplirse dan lugar a la indemnización previamente establecida.

Ese riesgo asegurable debe aparecer debidamente individualizado porque solo en tal forma resultará posible determinar el objeto de la cobertura y los límites a la responsabilidad del asegurador.

La Previsora S.A. Compañía de Seguros S.A., al responder la demanda, aportó copia auténtica de la póliza sobre seguro de automóviles, distinguida con el No. 1016050, en la que aparece como tomador y asegurado César Augusto Piedrahita Bermúdez, respecto del vehículo campero, marca Mitsubishi, modelo 2011, color rojo, de placas KFS 775, en la que se describen  como objeto de amparo la responsabilidad civil extracontractual que incluye, entre otros, las lesiones  a una persona, hasta por $100.000.000. Y en el anexo No. 1 se expresa que son objeto de amparo los perjuicios morales del tercero damnificado única y exclusivamente cuando los mismos han sido tasados a través de una sentencia judicial debidamente ejecutoriada, hasta por un máximo por evento, independiente del número de personas involucrados, del equivalente a 300 SMMLV, sin exceder en ningún caso por persona afectada, el equivalente en pesos colombianos a 100 SMMLV
.

En las condiciones generales de la póliza se expresa, en las exclusiones, bajo el No. 2.4.14: “NO SE CUBRE EL LUCRO CESANTE, EXCEPTO PARA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL”.

Surge de lo expuesto que están incluidos, como objeto de amparo, el lucro cesante y los daños morales que se han de reconocer en este fallo. Por tanto, la compañía aseguradora debe asumir su pago, hasta por la cuantía pactada en la póliza, porque a ello se obligó contractualmente.

VI     EXCEPCIONES DE FONDO

1.- Los demandados propusieron todos como excepción la de culpa exclusiva de la víctima, la que de acuerdo con los argumentos expuestos en otro aparte de esta providencia, se declarará no probada.  Y por esas mismas razones, igual suerte correrá la de reducción de la indemnización, en caso de existir obligación de indemnizar, por concurrencia de culpas, que propuso la sociedad demandada.
2.- Esta, además, invocó las siguientes:

2.1. Falta de legitimidad en la causa para cobrar todos los presuntos perjuicios invocados. Para sustentarla se expresó que el actor carece de legitimación en la causa para cobrar los daños de la motocicleta, “de los cuales no se tiene ninguna certeza”; tampoco la tiene para cobrar “los 19 recibos presuntamente de carreras de taxi”, “ni para el cobro del presunto lucro cesante consolidado y futuro”. 

Lo relacionado con la legitimación en la causa fue asunto que se analizó en otro aparte de este fallo y se concluyó que sí la tenía el actor como víctima directa del accidente. Cuestión diferente es lo relacionado con la prueba de los daños reclamados, que como ya se indicara, no se demostraron en su integridad, concretamente aquellos dos primeros a que alude la sociedad demandada, los que, por tanto, no serán reconocidos.

2.2 Exagerado cobro sobre la reparación de la motocicleta de la parte actora. La pretensión encaminada a que se cancelen los daños causados a ese bien no serán reconocidos y por ende, no es menester pronunciarse en relación con tal excepción.

2.3. Límite del valor asegurado para las diferentes coberturas de la póliza. Se sustentó diciendo que en el eventual caso de que prosperen las pretensiones de la demanda, solo debe responder hasta concurrencia del valor asegurado, teniendo en cuenta el deducible pactado, la cobertura contratada y el valor disponible al momento del pago, porque el valor asegurado es por vigencia afectada. También se expresó que la póliza cubre los perjuicios patrimoniales que el asegurado cause al tercero y los perjuicios morales no participan de esa característica y por tanto, en este caso “por voluntad de las partes se otorgó cobertura para los perjuicios morales pero limitados”.

En relación con tal excepción solo se considera necesario afirmar que nada distinto ha solicitado el actor con su demanda. En efecto, en la tercera de las pretensiones solicitó se condenara a la aseguradora a reintegrar al tomador y asegurado los valores a que fuera condenado “según el clausulado y condiciones de amparo de la póliza”; es decir, no solicitó, como beneficiario de la indemnización, que se condenara a la compañía aseguradora por fuera de tales términos.

2.4 Valgan las mismas consideraciones para resolver la excepción que se denominó condiciones generales y exclusiones de la póliza, respecto de la cual adujo el excepcionante que si eventualmente se le obligare a reconocer alguna suma de dinero deben tenerse en cuenta las condiciones generales y particulares de la póliza, como las exclusiones allí contenidas.

VII     CONCLUSIONES Y FALLO

Así las cosas, se revocará la sentencia que se revisa; se accederá parcialmente a las pretensiones de la demanda; se declararán no probadas las excepciones de fondo propuestas y se condenará a los demandados a pagar las costas causadas en ambas instancias, a favor del demandante. Para liquidar las que corresponden en esta sede las agencias en derecho se fijarán en la suma de $1.000.000.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A      :

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 9 de mayo de 2014, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual que promovió Harvin Mosquera Urrutia contra La Previsora S.A. Compañía de Seguros y los señores César Augusto y Juan Carlos Piedrahita Bermúdez.

SEGUNDO.- Declarar civil y solidariamente responsables a los señores Juan Carlos y César Augusto Piedrahita Bermúdez de los perjuicios causados al señor Harvyn Mosquera Urrutia con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda.

TERCERO.- Se condena a los señor Juan Carlos y César Augusto Piedrahita Bermúdez a pagar al señor Harvyn Mosquera Urrutia, las siguientes sumas de dinero:

(continúa parte resolutiva sentencia de segunda instancia proferida en el proceso ordinario radicado: 66170-31-03-001-2012-00026-01)

$9.651.912,42 por lucro cesante pasado
$10.601.417,75 por lucro cesante futuro 

$15.000.000 por perjuicios morales

CUARTO.- La Previsora S.A., Compañía de Seguros, deberá asumir el pago de las condenadas que se imponen al señor César Augusto Piedrahita Bermúdez.

QUINTO.- Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas por los demandados.

SEXTO.- El pago de las sumas de dinero relacionadas en el ordinal tercero de esa providencia, deberá hacerse dentro de los cinco días siguientes a su ejecutoria; de no hacerse el pago en esa oportunidad, los demandados deberán reconocer intereses al 6% anual.

SÉPTIMO.- Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

OCTAVO.- El demandante deberá cancelar a título de multa, a favor de los demandados, la suma de $2.510.253,98 dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de esta providencia.

NOVENO.- Se niega la tacha de sospecha que formuló el apoderado de la parte demandante, frente al testimonio de la señora Dora Liliana Hincapié Mosquera.

DÉCIMO.- Costas en ambas instancias a cargo de los demandados, a favor del demandante. Para efectos de liquidar las que corresponden en esta sede, las agencias en derecho se fijan en la suma de $1.000.000.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA
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